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ACTAS RESUMIDAS DE LAS SESIONES DE LA SEGUNDA PARTE  
DEL 59.º PERÍODO DE SESIONES

celebrada en Ginebra del 9 de julio al 10 de agosto de 2007

2932.ª SESIÓN

Lunes 9 de julio de 2007, a las 15.00 horas

Presidente: Sr. Ian BROWNLIE

Miembros presentes: Sr.  Caflisch, Sr.  Candioti, 
Sr.  Comissário Afonso, Sr.  Dugard, Sra.  Escarameia, 
Sr. Fomba, Sr. Gaja, Sr. Galicki, Sr. Hassouna, Sr. Hmoud, 
Sra. Jacobsson, Sr. Kolodkin, Sr. McRae, Sr. Melescanu, 
Sr.  Niehaus, Sr.  Nolte, Sr.  Ojo, Sr.  Pellet, Sr.  Perera, 
Sr.  Saboia, Sr.  Singh, Sr.  Valencia-Ospina, Sr.  Var-
gas Carreño, Sr.  Vázquez-Bermúdez, Sr.  Wisnumurti, 
Sra. Xue, Sr. Yamada.

Responsabilidad de las organizaciones interna-
cionales214 (A/CN.4/577 y Add.1 y 2, secc. B, A/
CN.4/582215, A/CN.4/583216, A/CN.4/L.720217)

[Tema 3 del programa]

Quinto informe del Relator Especial

1.  El PRESIDENTE declara abierta la segunda parte del 
59.º período de sesiones de la Comisión de Derecho Inter-
nacional e invita a sus miembros a abordar el examen del 
quinto informe del Relator Especial encargado del tema 
de la responsabilidad de las organizaciones internacio-
nales, publicado con la signatura A/CN.4/583.

2.  El Sr.  GAJA (Relator Especial) presenta su quinto 
informe y dice que versa sobre las cuestiones relativas 
al contenido de la responsabilidad de las organizaciones 
internacionales y corresponde a la segunda parte del pro-
yecto de artículos sobre la responsabilidad del Estado por 
hechos internacionalmente ilícitos218. El plan general de 

214 Véase el texto de los proyectos de artículo y sus comentarios 
aprobados provisionalmente hasta ahora por la Comisión en Anua-
rio... 2006, vol. II (segunda parte), cap. VII, secc. C.

215 Reproducido en Anuario... 2007, vol. II (primera parte).
216 Ídem.
217 Mimeografiado, disponible en el sitio web de la Comisión.
218 Véase la nota 116 supra.

este último proyecto se utilizará también en las partes ter-
cera y cuarta del presente proyecto de artículos, tituladas 
«Modos de hacer efectiva la responsabilidad internacio-
nal de una organización internacional» y «Disposiciones 
generales», respectivamente.

3.  Durante el quinquenio precedente, la Comisión 
aprobó provisionalmente 30 proyectos de artículo que 
constituyen la primera parte del proyecto estudiado, titu-
lada «El hecho internacionalmente ilícito de una organi-
zación internacional». Algunas cuestiones, pertenecientes 
a esta parte y mencionadas en el párrafo 3 del informe, se 
dejaron en suspenso, y el Relator Especial propone que se 
aplace su examen. La necesidad de ese aplazamiento es 
evidente en lo que concierne al proyecto de artículo 19, 
relativo a las contramedidas, que se dejó en blanco en 
espera de que se examine la cuestión en el marco de los 
modos de hacer efectiva la responsabilidad internacio-
nal. Otras cuestiones podrían resolverse ya, pero parece 
preferible abordarlas sólo cuando la Comisión proceda al 
examen final del proyecto de artículos en primera lectura. 
Conforme a la práctica de la Comisión, ese examen debe-
ría tener lugar más bien en segunda lectura, pero como en 
este caso la Comisión ha aprobado todos los proyectos de 
artículo sobre el tema en el período de sesiones mismo 
en que le fueron propuestos, no ha podido responder a 
los comentarios formulados al respecto por las organiza-
ciones internacionales (véase A/CN.4/582). Esos comen-
tarios se han tenido debidamente en cuenta, pero en la 
medida en que se refieren a cuestiones ya tratadas, puesto 
que se presentaron después de la aprobación provisional 
de los textos a que se refieren, parece razonable no espe-
rar a la segunda lectura para volver sobre algunas de las 
cuestiones decisivas.

4.  El nuevo examen de los proyectos de artículo debería 
hacerse asimismo basándose en la práctica que ha surgido 
después de su aprobación. Con posterioridad a la presenta-
ción de este informe, los proyectos de artículo 3 y 5, y sus 
comentarios respectivos, han sido citados in extenso por la 
Gran Sala del Tribunal Europeo de Derechos Humanos en 
los asuntos Behrami y Saramati. Sólo cabe felicitarse de 
que un órgano judicial internacional tenga en cuenta los 
trabajos en curso de la Comisión, pero conviene subrayar 
que las conclusiones del Tribunal según las cuales el com-
portamiento de las fuerzas autorizadas por el Consejo de 
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Seguridad, como la Fuerza Internacional de Seguridad en 
Kosovo (KFOR), es atribuible a las Naciones Unidas y no a 
los Estados que han enviado contingentes, no se fundan en 
un análisis correcto de las opiniones de la Comisión. A este 
respecto, puede suceder que los trabajos de la Comisión no 
sean bien comprendidos, como se desprende de algunas de 
las referencias incluidas en la impresionante serie de refe-
rencias al proyecto de artículos sobre la responsabilidad del 
Estado por hechos internacionalmente ilícitos que figuran 
en la compilación de las decisiones de cortes, tribunales 
y otros órganos internacionales219 y en la información y 
observaciones recibidas de los gobiernos al respecto220, pre-
sentadas a la Asamblea General en su sexagésimo segundo 
período de sesiones. Sea como sea, procede felicitarse de 
la considerable atención que se concede generalmente al 
proyecto de artículos.

5.  Volviendo al informe propiamente dicho, el Relator 
Especial señala que menciona en él observaciones que se 
hacen a menudo acerca de los proyectos de artículo para 
aportar algunos elementos de respuesta. Así, en lo que se 
refiere a la idea de que quizá no se tenga suficientemente 
en cuenta la enorme diversidad de las organizaciones 
internacionales, el proyecto de artículos está redactado en 
términos tan generales que podría aplicarse a la mayo-
ría, cuando no a la totalidad, de esas organizaciones. El 
hecho de que algunos artículos sólo sean relativamente 
pertinentes para varias organizaciones internacionales no 
significa necesariamente que el proyecto no deba conte-
ner una disposición general sobre todas las organizacio-
nes internacionales. Además, la versión final del proyecto 
de artículos incluirá ciertamente una disposición como la 
del artículo 55 sobre la responsabilidad del Estado en el 
sentido de que los artículos «no se aplicarán en el caso y 
en la medida en que las condiciones de existencia de un 
hecho internacionalmente ilícito, el contenido de la res-
ponsabilidad internacional de un Estado [en el presente 
caso de una organización internacional] o el modo de 
hacerla efectiva se rijan por normas especiales de derecho 
internacional»221.

6.  Otra crítica a la que se alude en el informe es la 
de que el proyecto de artículos no tiene suficientemente 
en cuenta la práctica. A juicio del Relator Especial, esta 
crítica suena insincera cuando emana de Estados o de 
organizaciones internacionales que no proporcionan 
información sobre su práctica, a pesar de las peticiones 
que les dirige la División de Codificación en nombre de 
la Comisión. Así, pues, la solución está precisamente en 
manos de los autores de esa crítica, al menos de aquellos 
que disponen de información pero no la comunican, y 
la Comisión no puede suspender sus trabajos sobre el 
tema hasta disponer de más información sobre la prác-
tica. Sea como sea, el estudio de la Comisión proporcio-
nará a los Estados y a las organizaciones internacionales 
un marco general, fundado desde luego en una prác-
tica insuficiente, pero que probablemente les ayudará a 
concentrarse en las principales cuestiones jurídicas y a 
actualizar elementos hasta ese momento inencontrables 
en la práctica.

219 A/62/62 y Add.1. Véase la nota 117 supra.
220 A/62/63 y Add.1. Véase la nota 117 supra.
221 Anuario...  2001, vol.  II (segunda parte) y corrección, págs.  31 

y 149.

7.  Una última crítica, cuyo examen podría servir de 
introducción a los proyectos de artículo propuestos para 
la segunda parte, es que el proyecto de artículos se limita a 
repetir las disposiciones del proyecto sobre la responsabi-
lidad del Estado, mediante adaptaciones menores. Según 
J. E. Álvarez, los seis años de trabajos de la Comisión 
sobre el tema habrían consistido en reemplazar el tér-
mino «Estado» por «organización internacional» en los 
artículos del proyecto sobre la responsabilidad del Estado 
por hechos internacionalmente ilícitos222. En realidad, los 
informes preparados sobre el tema examinado hablan por 
sí solos y ponen claramente de manifiesto que cada cues-
tión, comprendida o no en los artículos del proyecto sobre 
la responsabilidad del Estado, ha sido examinada desde 
el punto de vista de su interés para las organizaciones 
internacionales y teniendo en cuenta la práctica disponi-
ble. No es sorprendente que en muchos casos, en razón de 
su generalidad, los principios enunciados en los artículos 
sobre la responsabilidad del Estado sean válidos también 
para las organizaciones internacionales. En vista de ello, 
parece razonable que la Comisión repita la terminología 
empleada en los artículos sobre la responsabilidad del 
Estado, como sucede con respecto a la mayoría de los 
proyectos de artículo incluidos en la segunda parte del 
informe, dedicada a los principios generales relativos al 
contenido de la responsabilidad internacional de la orga-
nización internacional.

8.  Según el profesor Dominicé, los artículos  28 a 39 
relativos a la responsabilidad del Estado indudablemente 
deben aplicarse a las cuestiones relacionadas con la res-
ponsabilidad internacional de las organizaciones inter-
nacionales, incluidas las Naciones Unidas223 (véase el 
párrafo  22  del informe). Parece difícil hacer otra cosa 
que repetir los artículos pertinentes sobre  la responsabi-
lidad del Estado para elaborar los proyectos de artículo 31 
(Consecuencias jurídicas del hecho internacionalmente 
ilícito), 32 (Continuidad del deber de cumplir la obliga-
ción) y 33 (Cesación y no repetición). La práctica de las 
organizaciones internacionales en materia de reparación 
es a la vez limitada y, a veces, confusa. La operación de 
sustitución, pues, parece aquí más delicada, incluso si se 
pueden encontrar algunos ejemplos que aportan argumen-
tos a favor de la aplicación a las organizaciones interna-
cionales de la mayoría de las normas enunciadas en los 
artículos del proyecto sobre la responsabilidad del Estado. 
De ese modo, el informe proporciona algunos ejemplos 
de satisfacción que en la práctica dan las organizaciones 
internacionales, en forma de disculpas, cuando han come-
tido un hecho internacionalmente ilícito.

9.  En el informe se abordan específicamente dos 
cuestiones propias de las organizaciones internacio-
nales (véanse los párrafos 27 a 35). La primera, que la 
Comisión señaló a la atención de la Asamblea General 
en su último informe, es la de si los miembros de una 

222 J. E. Álvarez, «International organizations: accountability or 
responsibility?», Canadian Council of International Law, 35th Annual 
Conference on Responsibility of Individuals, States and Organizations, 
Ottawa, 26-28 October 2006, Otawa, Canadian Council on Internatio-
nal Law, 2007, págs. 121 a 134. Disponible en www.asil.org.

223 C. Dominicé, «The international responsibility of the United 
Nations for injuries resulting from non-military enforcement measu-
res», en M. Ragazzi (ed.), International Responsibility Today: Essays in 
Memory of Oscar Schachter, Leiden, Martinus Nijhoff, 2005, págs. 363 
a 370.
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organización internacional que no son responsables 
de un hecho internacionalmente ilícito de esa organi-
zación están obligados a indemnizar a la parte perju-
dicada cuando la organización no está en condiciones 
de hacerlo224. Para una gran mayoría de Estados, la 
Comisión no debería enunciar una obligación de esa 
índole, porque no existe. ¿Por qué unos Estados a los 
que no se tiene por responsables de un hecho internacio-
nalmente ilícito estarían sujetos a una obligación sub-
sidiaria con respecto a la parte perjudicada y con qué 
fundamento? Se señaló, a este respecto, que la cuestión 
de si los miembros estaban obligados por las reglas de la 
organización interesada a proporcionar a ésta los medios 
financieros necesarios era otro problema. Aun cuando se 
probara que tal obligación existía en las reglas internas 
de la mayoría de las organizaciones internacionales, no 
por ello estaría justificado enunciar una norma general 
en el proyecto de artículos, ya que la obligación de los 
miembros de proporcionar fondos a la organización no 
significa que esos miembros estén obligados a indemni-
zar a la parte perjudicada. Según el parecer del Relator 
Especial, la cuestión debería abordarse en el comentario 
y no dar lugar a un proyecto de artículo que enunciara 
una obligación, respecto de la cual cabe dudar, por otra 
parte, que la parte lesionada estuviera en condiciones de 
obtener su ejecución.

10.  La segunda cuestión específica tratada en esta parte 
del informe relativa a la reparación del perjuicio se aborda 
en los párrafos 32 a 35. El artículo 32 del proyecto sobre 
la responsabilidad del Estado dispone que «[e]l Estado 
responsable no puede invocar las disposiciones de su 
derecho interno como justificación del incumplimiento 
de las obligaciones que le incumben en virtud de la pre-
sente parte»225. Ese texto no puede ser pura y simplemente 
reproducido en el proyecto de artículo sobre la respon-
sabilidad de las organizaciones internacionales porque 
puede muy bien ocurrir que, en el marco de las relacio-
nes entre una organización internacional y sus miembros, 
aquélla tenga buenas razones para invocar las disposicio-
nes de sus reglas internas para justificar el hecho de no dar 
reparación con respecto a sus miembros. Si se admite esa 
hipótesis, dos opciones son posibles: bien se menciona en 
el proyecto de artículo 35, o bien se considera que no es 
necesario tenerla en cuenta en razón del principio de la lex 
specialis, a la que se hará referencia en una disposición 
final. El Relator Especial opina que, para más claridad, 
el proyecto de artículo 35 debería contener una disposi-
ción que pusiera de relieve la diferencia que puede haber 
entre las reglas aplicables a las relaciones entre una orga-
nización internacional y sus miembros, por una parte, y 
las que se aplican a las relaciones con los no miembros, 
por otra.

11.  Por lo que respecta al último capítulo de la segunda 
parte, el Relator Especial recuerda que, en el capítulo III 
de su informe de 2006, la Comisión de Derecho Inter-
nacional también había señalado a la atención de la 
Asamblea General las consecuencias de las violaciones 
graves de obligaciones emanadas de normas imperativas 
de derecho internacional cometidas por organizaciones 

224 Anuario... 2006, vol. II (segunda parte), párr. 28 a.
225 Anuario...  2001, vol.  II (segunda parte) y corrección, págs.  28 

y 100.

internacionales226. La cuestión era saber si, en tal caso, 
los Estados y las demás organizaciones internacionales 
estaban obligados a cooperar para poner fin a esa viola-
ción. La  idea de que las organizaciones internacionales, 
al igual que los Estados, estaban sujetas a una obligación 
de esta naturaleza obtuvo un amplio apoyo en la Sexta 
Comisión. Eso no quiere decir, sin embargo, que al obrar 
así la organización internacional pueda excederse en las 
atribuciones que le confiere su instrumento constitutivo 
o cualquier otra regla pertinente. Lo que se ha dicho de 
la obligación de cooperar, a la que se refiere el párrafo 1 
del artículo 41 del proyecto sobre la responsabilidad del 
Estado, es válido también para las obligaciones enuncia-
das en el párrafo 2 del mismo artículo, es decir, las de no 
reconocer como lícita una situación creada por una viola-
ción grave de una norma imperativa y de no prestar ayuda 
ni asistencia para mantener esa situación227. El Relator 
Especial observa que, en el párrafo  64 de su informe, 
remite a este respecto a la resolución 662 (1990) del Con-
sejo de Seguridad, de 9 de agosto de 1990, en la que éste 
enuncia la obligación, de todas las organizaciones inter-
nacionales, de no reconocer la anexión de Kuwait por 
el Iraq. También habría podido mencionar en el informe 
el párrafo  160 de la opinión consultiva de la CIJ en el 
asunto Conséquences juridiques de l’édification d’un mur 
dans le territoire palestinien occupé, según el cual «las 
Naciones Unidas y en especial la Asamblea General y el 
Consejo de Seguridad, deberían considerar qué medidas 
adicionales son necesarias para poner fin a la situación 
ilegal resultante de la construcción del muro y el régi-
men conexo». Esta opinión consultiva y otros ejemplos 
que figuran en el informe conciernen a violaciones graves 
cometidas por Estados y no por organizaciones interna-
cionales. El artículo 41 del proyecto sobre la responsabi-
lidad del Estado quizás habría debido mencionar el hecho 
de que las organizaciones internacionales, al igual que los 
Estados, están obligadas a poner fin a la violación, a no 
reconocer como lícita la situación creada por una viola-
ción grave y a no prestar ayuda o asistencia para mantener 
esa situación. Sea como sea, parece razonable mencionar 
que tanto las organizaciones internacionales como los 
Estados están sujetos a una obligación de esta naturaleza 
cuando, en el proyecto de artículo 44 del proyecto sobre la 
responsabilidad de las organizaciones internacionales, se 
establecen las consecuencias de la violación grave de una 
norma imperativa de derecho internacional.

12.  La Sra.  ESCARAMEIA dice, en relación con la 
introducción del informe que se examina y, en particular, 
las observaciones que figuran en el párrafo 7, que el pro-
blema que plantea la gran diversidad de las organizaciones 
internacionales no puede ser resuelto por una disposición 
análoga a la del artículo 55 del proyecto de artículos sobre 
la responsabilidad del Estado, ya que no se trata, en este 
caso, de «normas especiales» sino de «organizaciones 
internacionales especiales» que tienen sus propias reglas 
internas. Por consiguiente, es preciso reflexionar más 
sobre el problema. Por otra parte, en lo que se refiere a 
la personalidad objetiva, un concepto mencionado en el 
párrafo 8, cabe preguntarse por qué el reconocimiento es 
sólo el de los Estados lesionados y no comprende el de las 

226 Anuario... 2006, vol. II (segunda parte), párr. 28 b.
227 Anuario... 2001, vol. II (segunda parte) y corrección, págs. 29 y 

121. Véanse también los párrafos 2 a 12 del comentario a este artículo, 
ibíd., págs. 122 y 123.
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organizaciones internacionales lesionadas y otras entida-
des de derecho internacional. Se trata, en realidad, de un 
problema mucho más general, el del alcance de las obli-
gaciones y el de saber con respecto a quién éstas se han 
contraído. A este respecto, el último Relator Especial de 
la Comisión encargado del tema de la responsabilidad de 
los Estados, Sr. James Crawford, había hecho en su tercer 
informe228 una distinción que la oradora sigue sin com-
prender entre la primera parte del proyecto de artículos 
sobre la responsabilidad del Estado, que versaba sobre 
todos los hechos ilícitos, y la segunda parte, que estaba 
limitada a las obligaciones para con uno o varios Estados 
o para con la comunidad internacional en su conjunto.

13.  Por lo que respecta a las disposiciones propuestas, 
los artículos 31 a 34 y 37 a 43 no plantean dificultades. 
En cuanto al artículo 35, en cambio, la oradora estima que 
deja a la organización internacional una potestad dema-
siado amplia para decidir el incumplimiento de obligacio-
nes para con el conjunto de la comunidad internacional, 
y hasta violaciones del jus  cogens. Por otra parte, no 
alcanza a ver la utilidad del término pertinent que figura 
en el texto inglés de la disposición.

14.  Por lo que respecta al artículo 36, el Relator Especial 
ha calcado esa disposición de la disposición correspon-
diente del proyecto de artículos sobre la responsabilidad 
del Estado y excluye así todas las partes lesionadas que no 
son Estados, organizaciones internacionales o la comuni-
dad internacional en su conjunto. Sin embargo, los ejem-
plos que proporciona, en particular en los párrafos 44, 45 
y 46 de su informe, versan sobre las reparaciones otorga-
das por organizaciones internacionales a personas natu-
rales y no a Estados. Cabe, pues, preguntarse por qué no 
tener en cuenta a otros sujetos de derecho internacional.

15.  En lo que concierne al artículo 44, no alcanza a com-
prender las dudas expresadas por el Relator Especial en 
el párrafo 61 de su informe acerca de si una organización 
internacional, como un Estado, tiene la obligación de coo-
perar para hacer que cesen las violaciones del jus cogens. A 
este respecto, las organizaciones internacionales tienen las 
mismas obligaciones que los Estados, y no reconocer que 
les incumbe esa obligación equivale a tratarlas como suje-
tos menores de derecho internacional. En relación con esto, 
sus reglas internas no tienen absolutamente nada que ver.

16.  El Sr. GAJA (Relator Especial) observa, en relación 
con el último punto mencionado por la Sra. Escarameia, 
que a tenor de lo dispuesto en el artículo 44 las organiza-
ciones internacionales están obligadas, exactamente de la 
misma manera que los Estados, a cooperar para poner fin 
a la violación grave, por una organización internacional, 
de una obligación emanada del jus cogens.

17.  El Sr. PELLET dice que si sólo se tratase de comen-
tar los proyectos de artículo presentados por el Relator 
Especial, su intervención sería sumamente breve, ya que, 
salvo un problema de traducción en la versión francesa 
del proyecto de artículo 35, está de acuerdo con la tota-
lidad de los proyectos de artículo propuestos y, al menos 
en lo esencial, con las razones que ha aducido el Relator 

228 Anuario... 2000, vol. II (primera parte), documento A/CN.4/507 
y Add.1 a 4.

Especial para justificarlos. Pero su desacuerdo con el 
Relator Especial es muy profundo en lo que concierne a lo 
que éste no ha propuesto. Además, las propuestas meto-
dológicas que hace el Relator Especial al comienzo de su 
informe sólo le convencen a medias.

18.  A este respecto, en los párrafos 3 a 6 de su quinto 
informe, el Relator Especial anuncia sus intenciones para 
el examen de la continuación del tema a su cargo y, a 
pesar de la presentación harto anodina que hace de ellas, 
esas intenciones metodológicas podrían tener importan-
tes consecuencias sobre el modo de funcionamiento de la 
Comisión, e incluso sobre la naturaleza misma de ésta. Si 
bien no se ha opuesto formalmente a lo que propone el 
Relator Especial, desearía que la Comisión, antes de alen-
tarlo a proseguir su labor, comprendiera bien el carácter 
profundamente innovador de lo que propone el Relator 
Especial. Aparentemente, las propuestas del Relator Espe-
cial están marcadas con el sello de la sensatez: se trataría de 
volver a examinar algunos proyectos ya aprobados «pro-
visionalmente», «a la luz de las observaciones formula-
das por los Estados y las organizaciones internacionales». 
La justificación de ese nuevo examen sería que, a diferen-
cia de lo que sucede con la mayoría de los demás temas 
examinados, la Comisión hasta ahora ha aprobado provi-
sionalmente todos los proyectos de artículo sobre el tema 
en el mismo período de sesiones en que el Relator Especial 
los presentaba. Además, al presentar su informe, el Relator 
Especial ha añadido que se criticaba a la Comisión porque 
no tenía suficientemente en cuenta las voces del exterior. A 
juicio del Sr. Pellet, la expresión «la mayoría de los demás 
temas» se refiere sólo en realidad al tema de las reservas 
a los tratados. En todos los demás casos, salvo excepción 
puntual, los Relatores Especiales entregan sus informes 
poco más o menos a tiempo, y por lo tanto es así como 
se procede cuando la Comisión decide remitir proyectos 
de artículo al Comité de Redacción; éste los examina el 
mismo año, y la Comisión los aprueba inmediatamente 
tras oír el informe del Presidente del Comité de Redacción. 
Esta práctica de la Comisión, muy antigua, sin duda tiene 
el inconveniente de que las observaciones de los Estados 
llegan un tanto a destiempo y no tienen una influencia 
concreta en la elaboración de los proyectos aprobados en 
primera lectura, puesto que la traducción textual de las 
observaciones formuladas por las delegaciones en la Sexta 
Comisión sólo puede tener lugar, llegado el caso, en rela-
ción con la segunda lectura. La única posibilidad de evitar 
ese inconveniente es retrasarse en la presentación de los 
informes, de modo que éstos sólo puedan ser examinados 
al año siguiente. Esa «estrategia del retraso» tal vez pre-
sente algunas ventajas pero no puede erigirse en modelo. 
La otra posibilidad, la que propone el Relator Especial, es 
la de volver a examinar los proyectos ya aprobados des-
pués de que los Estados hayan manifestado su opinión. 
Pero eso tiene consecuencias de gran alcance, en especial 
dos sobre las que convendría reflexionar. En primer lugar, 
esto equivale a introducir una primera lectura bis del pro-
yecto. La Comisión aprueba los proyectos de artículo en 
el año A, los modifica a la luz de las observaciones de los 
Estados el año A+1 o A+2 pero, en todo caso, siempre en 
primera lectura, sin abandonar la idea de una segunda lec-
tura posterior. De ese modo, se pasa subrepticiamente de 
dos lecturas a tres. El proceso de codificación del derecho 
internacional que lleva a cabo la Comisión es ya muy poco 
ágil y si se aceptase la propuesta del Relator Especial ese 
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defecto se agravaría aún más. Por otra parte, ello tendría 
también como resultado modificar la función, incluso la 
naturaleza misma de la Comisión de Derecho Internacio-
nal, que podría convertirse, quizás no en una cámara de 
registro, pero en todo caso en una caja de resonancia de 
las opiniones de los Estados, resultado al que el orador es 
sumamente hostil. Es obvio, por supuesto, que la Comisión 
debe mostrarse receptiva a lo que dicen los representantes 
de los Estados, pues una de las ventajas de la Comisión es 
el diálogo que se entabla de cuando en cuando entre los 
rectores políticos que son los Estados y los expertos inde-
pendientes que son los miembros de la Comisión. Pero la 
Comisión debe presentar proyectos de expertos indepen-
dientes, que sean coherentes desde el punto de visto lógico 
y científico y no desde el punto de vista político. Es en 
segunda lectura cuando corresponde a la Comisión tener 
en cuenta las preocupaciones políticas de los Estados sin 
que, por otra parte, esté obligada a plegarse a esas preo-
cupaciones. De todos modos, como los Estados tienen la 
última palabra, sería absurdo que la Comisión presentara 
proyectos que no son aceptables globalmente. Pero el sis-
tema que propone el Relator Especial podría conducir a 
derivas preocupantes. El orador teme que la Comisión, si 
toma el camino indicado por el Relator Especial, acabe por 
preocuparse más de dar forma a los deseos de los Esta-
dos, o más bien del pequeño número de Estados que han 
manifestado su opinión, que de la coherencia técnica de 
los proyectos. Por eso preferiría que la Comisión se atu-
viera lo más firmemente posible a la práctica tradicional 
y que se considerase que, en principio, los artículos que 
se han aprobado en primera lectura no se han aprobado de 
manera provisional sino definitivamente y que sólo pue-
den ser revisados en segunda lectura. Por supuesto, todo 
principio está sujeto a excepciones razonables, y hasta es 
susceptible de ser infringido, y si, pensándolo bien, una 
disposición aprobada parece absurda o se desvía hasta el 
punto de poner en entredicho la coherencia del conjunto 
del proyecto, en tal caso no hay que sentirse prisionero de 
un principio interpretado con demasiada rigidez. Pero el 
principio mismo debería ser mantenido.

19.  En cuanto al fondo, el Sr. Pellet no tiene nada que 
objetar a que se remita al conjunto del proyecto de ar-
tículos al Comité de Redacción y estima incluso que el 
proyecto debería aprobarse pura y simplemente ya que no 
ve muy bien lo que podría hacer el Comité de Redacción 
para mejorarlo. Con muy ligeras diferencias, de las cua-
les una sola, en el artículo 35, parece estar justificada, y 
el Relator Especial se ha explicado muy bien al respecto 
cuando presentó su informe, el Relator Especial propone 
la transposición pura y simple de los artículos de 2001 
sobre la responsabilidad del Estado por hechos interna-
cionalmente ilícitos a la responsabilidad de las organiza-
ciones internacionales. En opinión del orador, eso parece 
estar totalmente justificado y se manifiesta plenamente 
convencido por las explicaciones que ha dado el Rela-
tor Especial tanto al presentar su informe como en el pá-
rrafo 2 de éste: no hay ningún motivo para apartarse de los 
artículos de 2001 mientras que ni la práctica ni la lógica 
lo exijan. Conviene asimismo con el Relator Especial en 
considerar, a diferencia de la Sra. Escarameia, que no pro-
cede entrar en mayores detalles para adaptar las disposi-
ciones a las distintas categorías de organizaciones. Los 
principios de que se trata son aplicables generalmente y 
si, como ha señalado el Relator Especial, algunos de ellos, 

como la legítima defensa, no son muy útiles en relación 
con ciertas organizaciones internacionales, eso no tiene 
ninguna importancia.

20.  Por el contrario, el Sr. Pellet manifiesta no estar en 
absoluto convencido por lo que el Relator Especial no pro-
pone. En el párrafo 13 de su informe, en efecto, el Relator 
Especial afirma que «el presente proyecto sigue el mismo 
modelo general que los artículos sobre la responsabilidad 
del Estado». Nuevamente, no tiene nada que objetar al 
principio mismo, que le parece sensato. El proyecto sobre 
la responsabilidad del Estado se ha debatido con toda 
minucia, muy largamente, sobre la base de informes que 
han sido objeto de un debate tanto político como doctri-
nal y es preferible no apartarse de él mientras no resulte 
indispensable. Pero eso no quiere decir que no haya que 
añadir algo cuando sea necesario. Pues bien, al Sr. Pellet 
le parece totalmente indispensable añadir al proyecto una 
o varias disposiciones sobre el papel que pueden o deben 
desempeñar los Estados en relación con la reparación 
debida por la organización internacional que ha incurrido 
en responsabilidad de resultas de un hecho internacional-
mente ilícito. No se trata, desde luego, de afirmar que los 
Estados son responsables por el hecho de organizaciones 
internacionales, pero lo cierto es que las organizaciones 
están vinculadas indisolublemente a los Estados que son 
miembros de ellas y que eso debe tener consecuencias en 
materia de reparación.

21.  Aprueba lo que dice el Relator Especial en el pá-
rrafo 22, según el orador el párrafo más importante del 
quinto informe, así como la posición del profesor Domi-
nicé, citada en la nota  17  del informe, esto es, que las 
organizaciones internacionales son responsables de sus 
acciones y omisiones, que deben responder de las viola-
ciones del derecho internacional que les son atribuibles 
y que, con muy pocas excepciones, los Estados no son 
ni deben ser responsables de los actos de las organiza-
ciones internacionales229. En tiempos, el orador insistió 
largamente en la opacidad de la personalidad jurídica de 
las organizaciones internacionales, personalidad que sirve 
de pantalla entre ellas y los Estados miembros, y sospe-
chaba erróneamente que el Relator Especial se inclinaba 
a favor de la transparencia de la personalidad jurídica de 
las organizaciones.

22.  Una de las consecuencias del principio de la respon-
sabilidad de las organizaciones internacionales es la de 
que deben reparar los perjuicios que sus comportamientos 
ilícitos hayan podido causar a terceros. No obstante, la 
Comisión no puede ni debe detenerse aquí, puesto que, 
como ha escrito Álvarez, citado en la nota 17 del informe: 
«Cuando se trata de organizaciones internacionales, algu-
nas de las cuales son mantenidas deliberadamente al borde 
de la quiebra por sus miembros, el concepto de responsa-
bilidad combinado con la obligación de reparar (respon-
sibility-cum-liability) parece un concepto que sólo podría 
ser del agrado de un profesor de derecho o del autor de un 
problema para el concurso Jessup»230.

23.  En la mayoría de los casos más importantes, las orga-
nizaciones internacionales no podrán cumplir su obligación 

229 Dominicé, loc. cit. (nota 223 supra), pág. 368.
230 Álvarez, loc. cit. (nota 222 supra), pág. 128.
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de reparar por falta de recursos. Se trata de un dato fun-
damental que la Comisión no puede pasar por alto. A este 
respecto, no le convence el pretexto aducido por el Rela-
tor Especial en el párrafo 30 del informe para eludir esta 
cuestión: «No es preciso recordar aquí las obligaciones que 
incumben a los Estados o las organizaciones miembros con 
arreglo a las reglas de la organización responsable». Pri-
meramente, el orador estima que el problema no se plantea 
en función de «las reglas de la organización responsable» 
sino en función del derecho internacional general: en caso 
de responsabilidad de la organización, el derecho interna-
cional general ¿impone a los Estados miembros la obli-
gación de proporcionar a la organización los medios para 
cumplir las obligaciones que nacen de su responsabilidad? 
Según el Sr. Pellet, la respuesta a esta cuestión solo puede 
ser afirmativa. Además, esa respuesta afirmativa debe figu-
rar indudablemente en el proyecto de artículos y no en los 
comentarios. Si no figurase en el proyecto, no valdría la 
pena lanzarse a esta empresa y bastaría un artículo único, 
que podría redactarse así: «Las disposiciones de los ar-
tículos sobre la responsabilidad del Estado por hechos 
internacionalmente ilícitos son aplicables mutatis mutandis 
a la responsabilidad de las organizaciones internacionales 
por hechos internacionalmente ilícitos».

24.  En opinión del Sr.  Pellet, este aspecto se sitúa en 
el centro mismo del tema que examina la Comisión. Es 
preciso absolutamente preservar el principio de la respon-
sabilidad exclusiva de las organizaciones internacionales 
por sus hechos internacionalmente ilícitos. Pero es pre-
ciso también, de manera igualmente ineludible, encontrar 
el camino de una solución de transacción realista que, sin 
poner en tela de juicio ese principio fundamental, garan-
tice a las víctimas posibilidades razonables de obtener 
reparación por el perjuicio sufrido.

25.  Bajo la batuta del Relator Especial, la Comisión 
debe encontrar la fórmula que permita establecer un equi-
librio entre la responsabilidad exclusiva de la organiza-
ción y los medios de hacer efectiva esa responsabilidad 
con respecto a las víctimas. A  este respecto, el camino 
que hay que seguir está bastante claro: hay que enunciar 
los principios según los cuales los Estados miembros de 
la organización responsable deben hacer posible que ésta 
cumpla su obligación de reparar, como indicó la Federa-
ción de Rusia en una intervención en la Sexta Comisión231 
citada en el párrafo 29 del informe.

26.  El fundamento de esa obligación es ante todo prác-
tico, puesto que es el único medio realista de proporcionar 
garantías razonables de reparación, pero debe ser también 
pragmático y realista. A juicio del orador, debe de haber 
elementos jurisprudenciales de ese fundamento, así como 
precedentes y elementos de la práctica, que pongan de 
manifiesto que los Estados son conscientes de que, si la 
organización no puede pagar, ellos deben hacer posible 
sin embargo que cumpla su indiscutible obligación de 
reparar. Está convencido de que no hay incongruidad jurí-
dica en afirmar que los Estados, al devenir miembros de 
una organización internacional, aceptan las obligaciones 
correspondientes que de ese hecho se derivan, incluida la 

231 Documentos Oficiales de la Asamblea General, sexagésimo pri- 
mer período de sesiones, Sexta Comisión, 18.ª sesión (A/C.6/61/SR.18),  
párr. 68.

de reparar, consecuencia ineludible de la responsabilidad. 
Es indispensable a este respecto que el Relator Especial 
reflexione sobre este problema esencial en un próximo 
informe y formule uno o varios proyectos de artículo que 
reflejen esa necesidad.

27.  El Sr. Pellet señala a la atención de la Comisión el 
carácter inaceptable de la versión francesa del proyecto 
de artículo  35, que simplemente no quiere decir nada. 
La frecuencia de los errores de traducción en los textos 
de la Comisión verdaderamente se está volviendo, en su 
opinión, muy preocupante. La traducción correcta de las 
palabras the relations between an international organiza-
tion and its member States and organizations es les rela-
tions entre une organisation internationale et les États et 
organisations internationales qui en sont membres, y no 
la que figura en el informe.

28.  El orador desea ahora hacer algunas observaciones 
de detalle, no sobre los proyectos de artículo mismos, sino 
sobre determinados argumentos aducidos por el Relator 
Especial. Así, en el párrafo 29, la interpretación que éste 
da de una declaración de la delegación belga en la Sexta 
Comisión le parece inexacta. Bélgica indica que si los Esta-
dos miembros están obligados a hacer aportaciones de con-
formidad con las reglas de la organización, ello no significa 
que esos mismos Estados miembros deban indemnizar a la 
parte lesionada por un hecho internacionalmente ilícito de 
la organización, ni que esa parte lesionada pueda ejercitar 
contra ellos una acción en el plano jurídico232. El orador 
comparte esa opinión, pero no está de acuerdo con la inter-
pretación que da el Relator Especial, el cual puntualiza: 
«En otras palabras, la existencia de una obligación para los 
Estados miembros dependerá por completo de las reglas 
de la organización; cuando la obligación exista, solo bene-
ficiará indirectamente a la parte perjudicada» (párr.  29). 
En efecto, lo que dice el Relator Especial es distinto de lo 
que dice Bélgica, por las dos razones mencionadas ante-
riormente. En primer lugar, no se trata de un problema de 
reglas de la organización sino de derecho internacional 
general; además, el Relator Especial no extrae las conclu-
siones que se desprenden de esas constataciones.

29.  En el párrafo 41, la posición del Organismo Inter-
nacional de Energía Atómica formulada por su Director 
General descansa en una confusión terminológica. En el 
pasaje citado, el Organismo distingue entre lo que llama 
reparación propiamente dicha, por una parte, y la satisfac-
ción, por otra, mientras que la satisfacción sólo es una de 
las tres modalidades posibles de la reparación. 

30.  En el párrafo 52, el Relator Especial, refiriéndose al 
bombardeo de la Embajada de China en Belgrado por la 
OTAN, dice: «El Canciller alemán Gerhard Schroeder, en 
nombre de Alemania, la OTAN y su Secretario General 
[...] pidieron nuevamente disculpas». Esta afirmación lo 
ha sumido en la perplejidad y desearía saber si esas dis-
culpas han sido presentadas por Alemania en su propio 
nombre o también por cuenta de la OTAN.

31.  Los proyectos de artículo propuestos por el Rela-
tor Especial, en particular el apartado  b del proyecto 
de artículo  33, se prestan a las mismas críticas que las 

232 Ibíd., 14.ª sesión (A/C.6/61/SR.14), párr. 42.
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disposiciones del proyecto de artículos sobre la responsa-
bilidad del Estado de las que han sido calcados. Además, 
el encabezamiento del artículo 38 es muy discutible ya que 
exige el restablecimiento de la situación que existía antes 
de que se conociera el hecho ilícito, mientras que para que 
la restitución sea íntegra hubiera debido exigir el restable-
cimiento de la situación que habría existido de no haberse 
cometido el hecho internacionalmente ilícito. Por último, 
los artículos 39 y 41 son demasiado generales. Con todo,  
los proyectos de artículos sobre la responsabilidad del 
Estado existen, han sido aprobados después de una elabo-
ración minuciosa y a veces difícil y constituyen en conjunto 
un grandísimo éxito. Así pues, no hay que apartarse de ellos. 
Esta es la razón por la cual no piensa que las críticas que ha 
dirigido la Sra. Escarameia al proyecto del Relator Espe-
cial deben conducir a una modificación del mismo. Cierto 
es que esas críticas no están mal fundadas en lo esencial, 
pero es demasiado tarde para replantearse el proyecto de 
2001. Eventualmente pueden hacerse observaciones en los 
comentarios, pero no en el proyecto.

32.  En conclusión, es partidario de remitir todos los pro-
yectos de artículo propuestos por el Relator Especial al 
Comité de Redacción. La intervención de éste debería ser 
sólo de pura forma, ya que no debería llevar al Comité, ni 
a la Comisión, a modificar enunciados calcados directa-
mente y con todo fundamento de los de 2001. Ahora bien, 
desea insistir en que la Comisión no puede detenerse aquí; 
es indispensable que el Relator Especial y la Comisión 
en su conjunto reflexionen a fondo sobre las obligaciones 
que para los Estados miembros emanan, con respecto a la 
organización de la que son miembros, de la responsabi-
lidad de ésta.

Se levanta la sesión a las 16.40 horas.
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Cooperación con otros organismos

[Tema 10 del programa]

Declaración de la Presidenta de la 
Corte Internacional de Justicia

1.  El PRESIDENTE anuncia que, siguiendo una prác-
tica arraigada, la Comisión recibe la tradicional visita 

del presidente de una institución extraordinaria: el único 
órgano permanente de justicia internacional competente 
para todo tipo de causas, salvo las de naturaleza penal. 
El Presidente acoge calurosamente a la magistrada Rosalyn 
Higgins, Presidenta de la Corte Internacional de Justicia. 
La Presidenta tiene ante sí una nueva Comisión, ya que 
desde su anterior visita cuenta con 16 nuevos miembros, 
pero todos ellos la conocen sobradamente. Las sinergias 
entre la Corte y la Comisión en el desarrollo del derecho 
internacional al servicio de la comunidad internacional 
están muy arraigadas y la labor de la Corte es especial-
mente pertinente para los trabajos de la Comisión.

2.  La Sra. HIGGINS (Presidenta de la Corte Internacio-
nal de Justicia) se congratula de dirigirse a la Comisión 
y felicita a sus nuevos miembros por haber sido elegi-
dos. Durante el último decenio, el Presidente de la Corte 
Internacional de Justicia ha sido invitado a dirigirse a la 
Comisión e intercambiar opiniones. La Corte agradece 
enormemente esos intercambios y la Presidenta se con-
gratula a su vez de visitar la Comisión con ese fin por 
segunda ocasión. Informará a la Comisión de los fallos 
emitidos por la Corte durante el último año, prestando 
especial atención a los aspectos de su labor que revisten 
particular importancia para los trabajos de la Comisión.

3.  Hasta la fecha, la Corte ha emitido tres decisiones 
en 2007: una providencia sobre una demanda de medi-
das provisionales, un fallo sobre el fondo que entraña 
algunas cuestiones de competencia importantes y un fallo 
sobre excepciones preliminares. Los tres asuntos con-
ciernen respectivamente a Estados de América Latina, 
Europa y África, y la materia va desde las cuestiones 
del medio ambiente hasta el genocidio y la protección 
diplomática de los accionistas. Como prueba de que los 
temas que examina la Comisión son absolutamente per-
tinentes para la Corte, en los tres asuntos, las partes se 
remitieron a la labor de la Comisión, que la Corte estudió 
cuidadosamente.

4.  La Presidenta comenzará por la demanda de indica-
ción de medidas provisionales en el asunto Usines de pâte 
à papier sur le fleuve Uruguay (Plantas de celulosa sobre 
el río Uruguay) (Argentina c. Uruguay). En 2006, la Corte 
dictó una providencia para que se decretaran medidas pro-
visionales en ese asunto. La Argentina había demandado 
al Uruguay por supuestas violaciones del Estatuto del río 
Uruguay233, aduciendo que el Uruguay no había respetado 
los procedimientos establecidos por el Estatuto al auto-
rizar la construcción de dos plantas de celulosa y que la 
construcción y puesta en marcha de dichas plantas perju-
dicarían al medio ambiente. En su providencia de 13 de 
julio de 2006, la Corte entendió que las circunstancias, tal 
como se presentaban en ese momento, no requerían del 
ejercicio de la facultad que le confería el artículo 41 del 
Estatuto de indicar la adopción de medidas provisionales.

5.  Ahora era el Uruguay quien había solicitado a la 
Corte que se decretaran medidas provisionales, la primera 
vez en 61 años que un demandado adoptaba esa medida. 
El Uruguay sostenía que, desde el 20 de noviembre de 
2006, grupos organizados de ciudadanos argentinos 

233 Firmado en Salto (Uruguay) el 26 de febrero de 1975, Naciones 
Unidas, Recueil des Traités, vol. 1295, n.º 21425, pág. 339.


